En la Ciudad de Mar del Plata, a los 30 días del mes de diciembre del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-506-MP0 “BERNARDO MARIA E. OLHAGARAY MARIANA A., MENENDEZ PABLO A., DE LA COLINA MARIA J., KASPIN CLAUDIA M., GARCIA ALVARO A., MORENO ROSANA R. c. DIRECCION GENERAL DE CULTURA Y EDUCACION s. AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

                     ANTECEDENTES


I. El titular del Juzgado en lo Correccional Nº 5 del Departamento Judicial Mar del Plata dictó sentencia en la presente causa –y en su acumulada caratulada “GONZÁLEZ HERBELLO MARÍA FERNANDA, VILLARREAL MARÍA ALEJANDRA, MOYANO ANA LAURA, COSOLI GABRIELA MARÍA, CAMINO MARINA, PIETROVITO ADRIANA EDITH, GAGLIOTI GERARDO ENRIQUE s. AMPARO”-, rechazando, sin costas, la acción de amparo promovida por los actores contra la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, mediante la cual pretendían obtener la declaración de inconstitucionalidad de la Resolución N° 5.039/2006 y, consecuentemente, la restitución de los puntajes bonificantes por títulos de especialización adquiridos por los peticionantes con anterioridad a la vigencia de dicha Resolución (fs. 137/145).

II. Contra dicho pronunciamiento se alzó la parte actora, mediante recurso de apelación interpuesto y fundado a fs. 169/181, el que fue concedido por auto de fs. 193.  

III. Recibidas las actuaciones en esta Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo (fs. 194 vta.) y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (fs. 195), corresponde plantear la siguiente

                   CUESTION


¿Es fundado el recurso?


A la cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:


I. El titular del Juzgado en lo Correccional Nº 5 del Departamento Judicial Mar del Plata dictó sentencia en la presente causa –y en su acumulada caratulada “GONZÁLEZ HERBELLO MARÍA FERNANDA, VILLARREAL MARÍA ALEJANDRA, MOYANO ANA LAURA, COSOLI GABRIELA MARÍA, CAMINO MARINA, PIETROVITO ADRIANA EDITH, GAGLIOTI GERARDO ENRIQUE s. AMPARO”-, rechazando, sin costas, la acción de amparo promovida por los actores, quienes -en su carácter de profesores de Educación Física de establecimientos educativos de esta Provincia- pretendían la declaración de inconstitucionalidad de la Resolución N° 5.039/2006 de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires y, consecuentemente, la restitución de los puntajes bonificantes por títulos de especialización adquiridos con anterioridad a la vigencia de dicha normativa. Ordenó, asimismo, el levantamiento de la medida innovativa cautelarmente dispuesta a fs. 60/61 y 91/92 por haber desaparecido los presupuestos que antaño justificaron su dictado.



Para así decidir expresó, en primer término, que un acto administrativo ha de tacharse de ilegal cuando al confrontárselo con otra norma de superior jerarquía resulta contrario a lo que ella prescribe (vgr. por no cumplir con lo que ella manda, por disponer lo que ella prohíbe, o por haber emanado de una autoridad incompetente). También puede resultar inválido –continuó- en caso de faltar alguno de los elementos esenciales exigidos para su dictado o de haberse soslayado el procedimiento estipulado para su emisión.  
Bajo tales premisas, entendió que el análisis de la cuestión suscitada, en la que se debate la legitimidad de la Resolución N° 5.039/06 –modificatoria del puntaje bonificante de cursos de especialización de profesores de educación física-, gira en torno al sentido y alcance que cabe asignarle al art. 61 de la ley 10.579 (Estatuto del Docente) y que –conforme denuncian los actores- consagra una auténtica garantía de inmutabilidad del puntaje docente. 


Luego de señalar que en el sub iudice convergen distintos intereses y valores en aparente conflicto normativo (vgr. los particulares privados de los docentes y los generales públicos del Estado y la comunidad educativa en general), juzgó que la resolución atacada empalma perfectamente con las normas de superior rango jerárquico vigentes en el ordenamiento jurídico, razón por la cual, y no obstante haber reconocido la complejidad jurídica de la controversia –lo que habría de incidir en la imposición de costas del proceso-, dio la razón a la parte demandada. 


Así, al referirse al mentado art. 61 de la ley 10.579, explicó que, si bien la interpretación gramatical o literal de las normas jurídicas constituye el primer método hermenéutico al que debe acudirse a fin de desentrañar el verdadero sentido de los textos legales, ello no impide la utilización de otras técnicas interpretativas que resulten igualmente idóneas. Ello por cuanto, según su parecer, la interpretación literal de la norma citada no permite arrojar claridad suficiente sobre el entuerto, ya que la télesis gramatical intentada “… otorga suficiente fundamento para avalar tanto la postura de la accionante como [la] de la accionada …” (sic). 


Respecto de los actores, expresó “… parece que la norma importa la consagración de una suerte de garantía de inmutabilidad o intangibilidad del puntaje de los docentes que impide a los órganos estatales efectuar en el futuro cualquier tipo de variación que apareje una merma en la correspondiente calificación. Desde esta perspectiva, una norma que pretenda modificar el régimen de puntuación en perjuicio de los profesores resultaría ilegal e inconstitucional …” (sic).


Por otra parte, en relación a los accionados, sostuvo que “… el art. 61 de la ley 10.579 implica, exclusivamente, la prohibición de disminuir el puntaje respecto del ingreso a la docencia, es decir, no impide la posibilidad de modificarlos en lo atinente a la obtención de un nuevo cargo docente. Desde esta dimensión, lo que la norma tutela es la estabilidad en el cargo del profesor que en función de un anterior sistema de calificación obtuvo un determinado cargo, el cual no podría ser perdido a consecuencia de un cambio en el régimen de puntuación. Por ello, la resolución administrativa –que por supuesto no se aplica en forma retroactiva en desmedro de los docentes sino que rige para el futuro en cuanto a nuevos cargos en la docencia- en manera alguna afecta la norma legal analizada …” (sic).


Como se advierte –resaltó- estamos frente a dos interpretaciones posibles y antagónicas respecto de una misma norma jurídica, originadas por la utilización de un único método de interpretación (literal o gramatical) que –en razón de ello- debe ser descartado en la especie. Indudablemente –entendió-, determinar el alcance, sentido y significado de la regla legal cuestionada no constituye una tarea sencilla, máxime si se aprecia que  la norma en juego –en la que confluyen variados y fundados intereses- ha sido el producto de una conquista gremial y/o sindical. De tal manera –reseñó- la trascendencia institucional de la cuestión planteada impone, necesariamente, contemplar las consecuencias sociales de la decisión a adoptar, teniendo en cuenta que se encuentra en juego –en última instancia- la suerte del sistema educativo y la instrucción y formación de futuras generaciones.


En ese derrotero, y tras descartar -asimismo- el empleo de la télesis historicista o finalista, expresó que la inteligencia de la norma en crisis no puede desentenderse de una ponderación armónica y sistemática, que demanda una lectura de su texto en conjunción con los restantes preceptos del mismo cuerpo legal e, incluso, con el ordenamiento jurídico en su integridad.  
 


Recordó que la interpretación sistemática –llamada también armonizante o conciliadora- continúa el estudio de los vocablos y términos utilizados, pero intenta compaginarlos dentro de un sistema o un todo coherente de normas. La exigencia de pensar y describir el derecho vigente en términos de un ordenamiento jurídico único, consistente y coherente –enfatizó- cuenta con fuerte apoyatura axiológica, dado que la justicia y la seguridad jurídica no toleran la existencia de un derecho contradictorio e imprevisible.


En razón de ello, tras analizar la incidencia que sobre las disposiciones que conforman el Estatuto del Docente se proyecta desde los preceptos constitucionales –provinciales y nacionales- involucrados en la contienda, la Ley Federal de Educación Nº 24.195 (modif. por Ley N° 26.206), la Ley Provincial de Educación 11.612 (derogada por Ley 13.688), y las normas emergentes de los tratados internacionales aplicables al caso (en especial aquellas que proclaman la igualdad de oportunidades en materia educativa y la mejora continua del cuerpo docente mediante programas de estímulo, capacitación y perfeccionamiento), concluyó que no existe óbice alguno para que los órganos estatales competentes modifiquen el régimen de puntuación vigente con arreglo a los procedimientos legales y administrativos establecidos, pues tal facultad –según estimó- se encuentra expresamente reconocida por el Estatuto del Docente mediante una reglamentación legal que resulta congruente con disposiciones de rango constitucional. 


Bajo tal perspectiva de razonamiento, agregó que la renovación periódica de los sistemas de puntuación docente tiende a elevar el nivel educativo y a mejorar la calidad de la enseñanza, imponiendo necesariamente la capacitación y actualización continua e ininterrumpida de todos los docentes para garantizar una formación adecuada, desde que inician su carrera y durante toda su experiencia laboral, además de que procura –mediatamente- ajustar los contenidos de la enseñanza a las demandadas indispensables de la sociedad actual.


Sostuvo que resulta inadmisible vedar toda posibilidad de variación del sistema de calificación de los docentes, aún cuando ello disminuya el anterior puntaje de éstos, pues –según ponderó- congelar la puntuación de los docentes resulta contraproducente y desigual desde la óptica de los mismos profesores (ya que sólo aquellos que hayan efectuado determinados cursos tendrán el correspondiente puntaje, con el agravante de que si obtuvieron la máxima calificación posible seguramente no continuarán perfeccionándose en las actividades comprendidas en dicho rubro bonificante), e irrazonable y a la vez injusto desde la perspectiva del alumnado (quienes efectuarán el correspondiente aprendizaje impartido por parte de docentes que -en caso de haber obtenido la máxima puntuación- carecerán, posiblemente, de conocimientos y técnicas pedagógicas actualizadas).


Consideró que avalar la pretensión de los actores -de prohibir absolutamente la disminución de sus puntajes a fin de acceder a otros cargos-, implica condenar a la comunidad educativa (alumnos y profesores) a un resultado perjudicial y no querido por el bloque de constitucionalidad, razonablemente reglamentado por las normas legales y administrativas provinciales objeto de estudio. No debemos dejar de tener presente –continuó- que el progreso integral de una sociedad depende primordialmente de su educación, ya que es ella la que proporciona las herramientas elementales para poder avanzar respondiendo a las exigencias -cada vez mayores- de una comunidad en permanente transformación.


A continuación resaltó que, conforme surge de los antecedentes fácticos y jurídicos acompañados por la accionada, la Resolución Nº 5.039/06 ha sido el resultado de una meditada y prudente decisión política en la que participaron los distintos sectores interesados, plasmada en un producto normativo objetivo y razonable cuya legítima finalidad ha sido tutelar tanto los derechos y garantías de los estudiantes -destinatarios inmediatos del propio sistema de enseñanza provincial-, como los intereses de los propios docentes a través del establecimiento de un nuevo sistema que pretende instaurar un régimen equitativo y justo de evaluación y de acceso a la función pública.


Manifestó que un análisis de la normativa involucrada permite advertir que la potestad de modificar el régimen de puntuación de los docentes constituye una atribución estatal que combina elementos parcialmente reglados y discrecionales (arts. 47, 48, 49, 57, 59, 60, 61 , 62, 127, 128, 129, ss. y cctes. de la ley 10.579), y que -en el caso- el ejercicio de tal atribución ha sido efectuada por los órganos competentes, conforme el procedimiento estipulado normativamente para ello y su contenido resulta razonable y no discriminatorio, por lo que –afirmó- mal podría concluirse que se trata de un acto estatal ilegal.


Por lo tanto, estimó que la modificación del puntaje bonificante derivado de la aplicación de la resolución impugnada, de modo alguno lesiona el derecho a trabajar y a la propiedad de los actores, ni tampoco transgrede la garantía de irretroactividad de las leyes y el principio de seguridad jurídica, pues el acto administrativo impugnado  –concluyó- no impide a los accionantes acceder a nuevos cargos docentes ni lesiona derechos adquiridos, toda vez que la mentada norma no se aplica en forma retroactiva y por tanto no afecta la estabilidad en los distintos puestos a los que hubieran accedido los docentes merced al anterior régimen de puntuación.


Agregó, asimismo, que -como bien lo señalara la Dirección de Tribunales de Clasificación en el informe circunstanciado-, la inteligencia del art. 61 de la ley 10.579 implica que el puntaje titular no puede ser alterado después del ingreso a la docencia y esta intangibilidad puede hacerla valer el docente en diversos rubros de su carrera, vgr. acrecentamiento de módulos, acceso al M.A.D., prioridad para el ejercicio de las acciones estatutarias, etc., pudiendo hasta allí contabilizarse las expectativas lícitas que genera el estatuto, y entendiendo –entonces- que la Resolución N° 5.039/06 no produce en este aspecto menoscabo alguno en tanto no resulta lesiva del derecho de propiedad por afrenta a derechos adquiridos, pues el puntaje titular siempre quedará a buen resguardo al amparo del art. 61 del Estatuto Docente.


Reflexionó que tampoco se ha violentado el principio constitucional de legalidad, toda vez que la resolución atacada constituye una reglamentación parcial del Estatuto del Docente -existiendo habilitación legal al respecto-, fundada en normas de superior jerarquía normativa (Const. Nac., Tratados Internacionales de Derechos Humanos, Const. Pcial., leyes nacionales y provinciales vigentes en materia de educación), que no excede el marco válido de reglamentación ejecutiva permitido, ni altera la letra ni el espíritu del cuerpo legal conformado por la ley 10.579.


Descartó –asimismo- que el acto cuestionado resulte arbitrario, pues la resolución objetada constituye -a su juicio- el producto de una razonada decisión, autosuficiente y lógicamente derivada de las constancias obrantes en un procedimiento que cumple con las formalidades exigidas, lo que lo posiciona –de este modo- muy por encima del umbral de la arbitrariedad. En base a ello –selló- cabe desechar cualquier menoscabo a los principios de legalidad, seguridad jurídica, debido proceso adjetivo y defensa de en juicio, a la vez que “… el contenido del producto jurídico de alcance general resulta razonable y no discriminatorio, lo que elimina cualquier eventual lesión a los principios de razonabilidad (arts. 28 de la CN, 30 y 32 de la CADH y 57 de la CPBA) e igualdad (arts. 16 y 33 de la CN, 24 de la CADH, 26 del PIDCP y 11 y 56 de la CPBA) …” (sic).   


A mayor abundamiento, analizó el proceso de formación de la norma objeto de reproche, teniendo en cuenta para ello las constancias documentales obrantes en el informe circunstanciado agregado a la causa.


Reseñó que la Resolución Nº 3.728/04 calificaba con un (1) punto a los postítulos de actualización académica, mientras que la Resolución Nº 643/04 otorgaba 0,75 puntos al curso de Entrenador en Deportes.


El 10 de diciembre de 2006 –agregó-, la Dirección Legal y Técnica de Educación describió los inconvenientes derivados de la aplicación de tal normativa, los que fundamentalmente radicaban en la falta de uniformidad en los criterios de asignación de puntaje para los cursos de entrenador en deportes “… Así, algunos distritos asignaban 2 puntos, mientras que otros asignaban 0,75 puntos. De suerte tal, el propio Frente Gremial de Docentes Bonaerense intercedió solicitando uniformidad en las coberturas …” (sic). 


La Disposición N° 6/06 –explicó- designó una Comisión Evaluadora de Especialistas a fin de que se expidiera al respecto, la que con fecha 20-IV-2006 emitió un dictamen que –a la postre [07-XII-2006]- fue convalidado por la propia Comisión Permanente de Evaluación de Títulos.


El 28 de diciembre del mismo año –añadió-, completando el complejo derrotero de sanción normativa de los actos administrativos, la Dirección de Tribunales de Clasificación se expidió sobre el proyecto elevado a su consideración, solicitando el dictado de dos actos administrativos independientes: a) uno tendiente a subsanar la coyuntural crisis que había generado la dispar asignación de puntajes, y b) otro que estableciera de manera uniforme el valor de los títulos para futuros ingresos. 


Como consecuencia de ello –destacó- se dictaron en dicha fecha dos actos administrativos: (a) por un lado la Resolución N° 4.847/06, que cumplió con el primer objetivo propuesto por el Tribunal de Clasificación ya que estableció como excepción –y con estricta aplicación para los actos del año 2007- la asignación de dos (2) puntos de bonificación para los cursos de Entrenador en Deportes; y (b) la Resolución 5.039/06, que terminó de trazar los límites normativos de la regulación de excepción, estableciendo que los cursos de Entrenador en Deportes son Postítulos de Actuación Académica (art. 1°); que su valor no es de 0,75 puntos (como disponía la Resolución N° 643/06) sino de un (1) punto; y que tal asignación rige a partir del ingreso 2008, con inscripción 2007.


Concluyó, tras la reseña, que la resolución cuestionada ha sido el fruto de un procedimiento administrativo intachable, respaldado por los dictámenes fundados que emitieron los órganos intervinientes en su gestación y que, en lo que respecta a esta parcela, “… el acto administrativo cuestionado supera ampliamente el estándar de razonabilidad y la necesidad de motivación exigidos por el principio republicano de gobierno, no mereciendo la tacha de arbitrario …” (sic).


La medida estatal adoptada (Resolución N° 5.039/06 de la D.G.C. y E.) –prosiguió- resulta idónea y proporcional para alcanzar los fines buscados, al constituir una razonable reglamentación del Estatuto del Docente, ceñida a la tutela del bien común y dictada en consonancia con la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y las leyes nacionales y provinciales de educación.  


Así, entendió que existía un fin constitucionalmente legítimo, que el medio utilizado por las autoridades estatales resultaba adecuado para alcanzar dicho fin y que, además, tal intervención aparecía como necesaria para lograr su satisfacción y justificada por la importancia del objetivo buscado, despejando –de esta forma- cualquier duda acerca de la falta de proporcionalidad de la resolución. 


También resaltó que –en el caso- no se vislumbra un  menoscabo a la garantía constitucional de la igualdad, puesto que la Resolución N° 5.039/06 “… no constituye una discriminación estatal arbitraria. No advierto en la norma adoptada una persecución injusta o indebida de un grupo de personas –en el caso los docentes de educación física-; en todo caso, aprecio que se trata de una diferenciación objetiva y legítima basada en la búsqueda de un sistema racional y equitativo de evaluación de postítulos de especialización y certificados bonificantes que propende directamente al mejoramiento de la enseñanza estatal …” (sic).


La desigualdad se produce –aclaró- cuando: (a) se trata del mismo modo a quienes se encuentran en desigual situación; (b) se trata de forma diferente a quienes se encuentran en idénticas circunstancias; o (c) se establecen excepciones o privilegios que excluyen a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias. La simple lectura de la resolución –completó- permite afirmar que su aplicación no conduce a ninguna de dichas situaciones; por el contrario, “… de la narración del proceso constitutivo de la normativa atacada, se desprende como eje fundamental de preocupación la necesidad de proveer criterios uniformes en la asignación de puntajes bonificantes para los títulos de los aspirantes al ingreso. El trato desigual aconteció cuando en algunos distritos se asignaron 2 puntos (aplicación de las resoluciones 13.099/99 y 2095/00) y en otros 0,75 puntos (por aplicación de la resolución 643/04). Justamente, las Resoluciones N° 4.847/06 y 5.039/06 vinieron a poner coto a tan delicada e injusta situación, asegurando el principio de igualdad real de oportunidades …” (sic). 


Por último, señaló que -aún de no compartirse las consideraciones expuestas en cuanto a la ausencia de ilegalidad o arbitrariedad en la resolución cuestionada- la vía del amparo no resultaba la más idónea y adecuada para asegurar la vigencia cierta de los derechos constitucionales que se dicen lesionados por una norma de la Administración Pública catalogada de manifiestamente arbitraria e ilegal, teniendo en cuenta que los amparistas no demostraron la inexistencia de otros carriles procesales adecuados para evitar el daño grave e irreparable que denuncian. En razón de ello, concluyó que la acción interpuesta deviene absolutamente inadmisible. 


Es que –subrayó- una superficial lectura de los presupuestos de admisibilidad de la acción de amparo (arts. 1° a 3° ley 7.166), interpretados en armonía con los arts. 20 inc. 2º de la Constitución Provincial y 43 de la Constitución Nacional, imponen a los accionantes la carga procesal de acreditar, siquiera mínimamente, la inexistencia de otros cauces formales de tutela, o bien, que la remisión a ellos podría ocasionarles un daño grave o irreparable. La ausencia de prueba sobre el punto evidenciada en el caso sub examine –reafirmó- trae aparejado, indefectiblemente, el rechazo de la acción constitucional intentada.


En tal contexto, indicó que el ordenamiento jurídico provincial contempla procesos judiciales más aptos y adecuados –desde todo punto de vista- para brindar una justa e integral solución al complejo problema planteado, refiriéndose concretamente “… a la articulación de cualquiera de las diferentes pretensiones procesales previstas en el art. 12 del Código Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires …” (sic).


Agregó que la remisión a los procesos judiciales ordinarios (incluso combinados con una providencia cautelar) no sólo no provocará un daño grave o irreparable sino que, además, resultará el camino más adecuado para la resolución de la presente controversia, ya que la mayor amplitud de debate y prueba que implica el ejercicio de una pretensión administrativa posibilitará dilucidar un conflicto complejo sin privar a los justiciables de la tutela del debido proceso adjetivo.    


Para finalizar, en lo que concierne al régimen de las costas, estimó que la regla general debe ceder en el peculiar supuesto llevado ante sus estrados.


Ello por cuanto -tal como señaló- el régimen de puntos de títulos bonificantes de la rama ha mantenido una vacilante interpretación en el ámbito educativo de la Provincia de Buenos Aires, por lo menos durante los últimos tres años. 


Por ello, y más allá de las consideraciones vertidas en torno a la interpretación que –según su criterio- cabe asignar al art. 61 de la ley 10.579, entendió que los accionantes pudieron haber tenido razones plausibles para litigar, circunstancia que lo persuadió de eximirlos del pago de las costas ya que “… mal pueden imponerse costas a aquellos que ocurrieron ante un órgano jurisdiccional en procura de aclarar una relación jurídica que aparecía prima facie compleja …” (sic).


II. Los actores se agravian por el rechazo de la acción sosteniendo que el a quo: (a) considera legítima y razonable la cuestionada Resolución 5.039/06 mediante una interpretación forzada de las normas en juego; (b) no entiende que se encuentren violados o amenazados ni restringidos o alterados los derechos constitucionales de los actores; y (c) considera inadmisible la acción resaltando su carácter subsidiario, pasando por alto la urgencia que motivó su promoción y lo dispuesto por el art. 14 de la ley 12.008.


(a) En relación al primer agravio expresan que el juez de grado, sin dejar de señalar lo dudoso de la cuestión, concluye que la resolución impugnada –que disminuyó el puntaje bonificante de los actores- no es arbitraria ni ilegal.


Expresan que el a quo parte de una errónea exégesis del art. 61 del Estatuto del Docente, pues éste no puede ser interpretado sino de la manera en que ha sido redactado por el legislador local y que –además- en modo alguno se ve modificado por su confrontación con el resto del ordenamiento jurídico.


De este modo, los métodos interpretativos reseñados en la sentencia de grado “… son prescindibles e innecesari[o]s frente a la claridad gramatical y sistemática de la norma …” (sic).


Recuerdan que el art. 61 del Estatuto Docente provincial expresamente prevé que los títulos docentes, los de especialización y los certificados bonificantes que permitieron a un aspirante su ingreso en la Docencia, no perderán validez ni disminuirán su puntaje durante su carrera.


Frente a la claridad de la norma, entienden que resulta impreciso acudir a “… lo que el legislador quiso decir, cuando lo que ha dicho no deja lugar a duda alguna…” (sic). Sobre el punto recuerdan que si bien la Corte Federal recomienda la interpretación armónica y sistemática de la ley, también tiene dicho que las leyes deben interpretarse según el sentido propio de las palabras sin violentar su sentido específico, aclarando que ello no importa per se reducir a los jueces a su aplicación mecánica, toda vez que deben hacerlo indagando lo que ellas dicen jurídicamente.


Postulan que en el caso “… la letra de la norma es clara y lo que dice “jurídicamente” también: Garantiza que el docente no verá disminuído durante su carrera el puntaje que le permitió acceder a la docencia …” (sic), añadiendo complementariamente que “… el valor de las palabras genera confianza y seguridad jurídica…” y que “… La decisión aquí adoptada violenta esos valores …” (sic).


Agregan que, igualmente, la interpretación armónica y sistémica de la norma con el resto del ordenamiento jurídico no tuerce su alcance ni su sentido como erróneamente lo afirmara el magistrado de grado.


Así, siguiendo el orden piramidal de correspondencia ascendente, recuerdan que el art. 61 del Estatuto del Docente (ley 10.579) hállase inserto dentro del título que reglamenta el ingreso a la docencia, donde se establece el procedimiento de acrecentamiento de cargos u horas cátedras. 


En tal contexto –expresan-, no se encuentra la interpretación brindada por la demandada y tomada por el a quo, dado que “… si la intangibilidad del puntaje estuviera sólo garantizad[a] para el “primer cargo o ingreso a la docencia”, no se entiende cómo la propia norma indica que lo es para “toda su carrera”, para luego disponer el procedimiento para obtener más cargos y horas. Es decir que el puntaje que le permitió al docente obtener su primer cargo, ¿no le serviría para obtener otros y acrecentar módulos? …” (sic).

Señalan que la sentencia apelada finalmente se inclina por la afirmación de la accionada respecto a que la intangibilidad se refiere sólo al cargo al que ya hubiera accedido el docente, de tal suerte que la nueva norma (esto es, la Resolución 5.039/06) no podría traer aparejada la pérdida de dicho cargo por mengua del puntaje, lo cual –afirman- si bien es cierto, peca por defecto.



Sostienen que el referido art. 61 no realiza discriminación alguna respecto del cargo, “… sea el primero, el segundo o el tercero que ha obtenido el docente …”, por lo que si el alcance fuera el indicado por el a quo, la norma no estaría bajo el mismo título que aquellas que permiten el acceso a nuevos cargos o acrecentamiento de módulos, sino más bien dentro de un conjunto de principios del propio estatuto.


Se preguntan –entonces- qué finalidad tendría el art. 61 de la ley 10.579 si se le asigna el alcance indicado en la sentencia, puesto que –en realidad- el derecho que dice resguardar ya se encuentra garantizado por el art. 7 del mismo cuerpo legal –estabilidad del empleado público- y, en consecuencia, “… ¿qué sentido habría que darle a la expresión “durante su carrera” que menciona la norma?” (sic).


Afirman que ni el juez de grado ni el propio Estado demandado han podido explicarlo sin caer en contradicciones.


Sostienen que es incongruente la afirmación del Tribunal de Clasificación transcripta por el a quo en cuanto entiende que el art. 61 “… implica que el puntaje titular no puede ser alterado después del ingreso a la docencia y esta intangibilidad puede hacerla valer el docente en diversos rubros de su carrera: acrecentamiento de módulos, acceso a M.A.D., prioridad para el ejercicio de las acciones estatutarias, etc.” y que “… hasta allí pueden contabilizarse las expectativas lícitas que genera el estatuto…”, pues si el puntaje no puede ser alterado después del ingreso a la docencia y con él es lícito ejercer los derechos antes enumerados de manera ejemplificativa, no se advierte qué otro sentido puede darse al art. 61 más que el propuesto por su parte, con la consecuente ilegalidad de la resolución atacada.          
Además –agregan- poco importa si el cargo actual del docente es titular, interino, provisional o suplente a los fines de los derechos que consagra el Estatuto, que se adquieren desde el mismo instante en que se hace cargo de la función (art. 3°).


Resaltan que debe tenerse presente, asimismo, que cada curso, seminario, especialización, postítulo de actualización, perfeccionamiento o complementario de las carreras que obtienen los docentes en las entidades públicas o privadas que las imparten, se encuentran a priori aprobados por la Dirección General de Cultura y Educación y fijado, también de antemano, el puntaje que se asignará al docente que lo posea; vale decir, que es la propia Dirección la que dispone, previo a la realización del curso bonificante, un sistema de asignación y acreditación del puntaje a obtener, de modo tal que cuando el docente se inscribe en el curso bonificante de puntos sabe que éste ya ha sido aprobado por la Dirección y cuál será el puntaje a lograr.


Aclaran que esa es la tarea del Tribunal de Clasificación que, como lo indica el art. 60 del Estatuto del Docente y su Decreto reglamentario, tiene a su cargo la elaboración periódica de un nomenclador de títulos y certificados habilitantes y bonificantes para cada cargo y área de incumbencia, pero en modo alguno –enfatizan- la función de dicho órgano supone la revisión con carácter retroactivo de los puntajes bonificantes, sino –por el contrario- se refiere a la fijación de nuevos puntajes a nuevos cursos o postítulos.


Sostienen que la intangibilidad del art. 61 debe interpretarse en el sentido postulado por su parte, en tanto la Ley Nacional de Educación menciona (art. 5°) como aspectos primarios de la política educativa –entre otros- la valorización del trabajo como realización del hombre, de la sociedad y como eje vertebrador del progreso social y educativo, y el derecho de todos los docentes a la dignificación y jerarquización de su profesión.


Explican, además, que la ley citada contempla el derecho de los docentes a ingresar en el sistema mediante un régimen de concursos que garantice la idoneidad profesional y el respeto por las incumbencias profesionales, así como el derecho a ascender en la carrera docente a partir de sus propios méritos y su actualización profesional, y el derecho a percibir una remuneración justa acorde con sus tareas y el grado de capacitación adquirido.


Aducen, por otra parte, que tanto la Constitución nacional como la provincial se esfuerzan por garantizar expresamente el derecho al trabajo, a la propiedad y la irretroactividad de las leyes; elementos que, en la cuestión interpretativa que motiva el presente “… dan plena eficacia a la norma del art. 61 del Estatuto Docente …” (sic).


A la luz del marco jurídico reseñado, entienden que la resolución cuestionada es manifiestamente ilegítima, en tanto no respeta la jerarquía normativa constitucionalmente impuesta y, por ello, la interpretación pergeñada en la sentencia ha sido incorrecta e insostenible.


Además, expresan que “… no se advierte cómo una renovación del sistema de puntuación puede elevar el nivel educativo, como afirma el juez, si con ella se vuelve con retroactividad sobre derechos adquiridos …”, como el puntaje que ha sido incorporado al legajo personal de los agentes de conformidad con el propio sistema de registración impuesto por la Dirección accionada.


Precisamente –resaltan- la cantidad y calidad de los antecedentes profesionales acreditados dan muestra de personas interesadas en su crecimiento profesional y decididos a obtener una mejora laboral y, por tal motivo, la razón de ser de la acción intentada –agregan- es el respeto irrestricto a su capacitación y actualización como docentes. 


Alegan que la sentencia apelada encierra un efecto contrario al deseado por el a quo, al comportarse como un verdadero desánimo a la capacitación del docente que restaría sentido al esfuerzo, la dedicación y el dinero que emplean los docentes en su constante actualización profesional.


De este modo, destacan que la resolución en crisis no incentiva ni fomenta la excelencia de ningún empleado, ya que tal solución implica en sí un castigo y una burla a sus derechos y expectativas que sólo arrojará como resultado el desaliento del docente involucrado. 


Sugieren que si de fomentar la capacitación de los docentes se trata, la demandada debería elevar el techo máximo posible de puntajes por este rubro, pero no disminuir con retroactividad los ya obtenidos, o bien podría brindar los cursos en forma gratuita y no obligarlos a pagar por ellos.


Expresan que aún cuando el a quo consideró que la Resolución N° 5.039/06 no posee aplicación retroactiva, tal afirmación resulta incomprensible, puesto que el acto atacado impone un sistema que, con retroactividad, mengua la posibilidad de acceder a nuevos cargos o acrecentar módulos, a la vez que afecta de manera directa e inmediata el puntaje obtenido con anterioridad a su dictado, provocando –con ello- una disminución desigual en las probabilidades de obtener mejores salarios en tanto no ha modificado la totalidad de los rubros que conforman el puntaje (como la antigüedad o el trabajo en zonas rurales), de tal suerte que docentes con más años en la docencia pero con menos puntaje que los actores, pueden ganar en la puja por los cargos nuevos. Además –agregan- la resolución en crisis descalifica implícitamente la excelencia académica, toda vez que permite que colegas con menor formación pero más años de antigüedad, obtengan los cargos deseados.


Entienden que todas estas circunstancias sobre las que la sentencia no se ha expedido importan de por sí un trato desigual.


Postulan que como la Resolución N° 5.039/06 nada dice sobre su ámbito de aplicación temporal, no procede su aplicación retroactiva, puesto que –en el derecho administrativo- la irretroactividad de las leyes tampoco se presume. Citan jurisprudencia en apoyo de su tesitura.


Se agravian -asimismo- por cuanto el a quo descartó la arbitrariedad de la resolución cuestionada en virtud de haber sido dictada en consonancia con las formalidades adjetivas requeridas por el procedimiento administrativo, toda vez que –según aclaran- una norma no deja de ser arbitraria si, pese a su apego al procedimiento y emanar de autoridad competente, es igualmente irrazonable. Ello así en tanto el concepto no se limita a un aspecto formal, sino que comprende los conceptos de irrazonabilidad, injusticia y error inexcusable de correspondencia con otra norma, ya que “… lo caprichoso, lo injusto, lo groseramente ilegal y lo irrazonable no se quita con un proceso adjetivo intachable …” (sic).


Tampoco remueve los efectos indicados –añaden- el hecho de que la resolución haya sido dictada con el fin de dar uniformidad y homogeneizar los diferentes criterios que surgían del derrotero de reglamentaciones contradictorias que asignaban puntajes diferentes (vgr. Resolución N° 3.728/04 y Resolución N° 6.43/04), ya que “… el juez no puede convalidar que sea subsanada una catarata inconsistente e incongruente de normas, por medio del dictado de otra que viola garantías legales y es contraria a derechos constitucionales …” (sic).


(b) Por otra parte, en lo que concierne al agravio constitucional oportunamente invocado, expresan que el trato que impone la Resolución impugnada es desigual e incide directamente en sus respectivos patrimonios -tanto a título de probabilidad como de afectación cierta sobre su salario-, toda vez que aquélla provoca la quita [en el mejor de los casos su disminución a la mitad] de una puntuación acreditante para obtener acrecentamiento del trabajo docente, la que sólo afecta el rubro capacitación y no la antigüedad u otros rubros, ni alcanza a docentes de otras ramas con los que los amparistas podrían competir por cargos directivos o materias que pueden ser dictadas con independencia de la especialización.


El contenido del patrimonio –ilustran- de carácter inviolable conforme reza el art. 17 de la Constitución Nacional, se encuentra íntima y necesariamente vinculado con el concepto de “derechos adquiridos”, ya que dicha calidad se obtiene directamente de los actos jurídicos que la confieren. Así –continúan- este derecho abarca todos los intereses apreciables que el hombre pueda poseer fuera de sí mismo, de su vida y de su libertad.


Encuentran contradicción en el fallo apelado en tanto el a quo admitió inicialmente la procedencia formal de la acción –reconociendo de tal modo la índole constitucional de la materia, lo que le permitió el dictado de una medida cautelar-, pero luego decidió en la sentencia que no existía tal agravio.


Refirieron –además- la existencia de desigualdad entre lo resuelto en esta causa y la sentencia dictada en los autos “Trillo, Mario c. Dirección s. Amparo” (Expte. n° 30883) por el Juzgado de Menores N° 3 departamental, donde se señaló que la resolución impugnada no ha tenido aplicación uniforme en el territorio provincial, concediendo la acción de amparo y resolviendo su inaplicabilidad al actor.


(c) Finalmente, se agravian por cuanto el a quo dispuso la inadmisibilidad de la vía elegida en virtud de la subsidiariedad del amparo y la existencia de los carriles procesales previstos en la ley 12.008, cuya utilización estimó más idónea. Consideran que tal afirmación resulta improponible.


En tal parcela, aducen que las distintas pretensiones previstas en el ordenamiento procesal Contencioso Administrativo (ley 12.008) no resultan idóneas ni conducentes en la especie, por cuanto el art. 14 de dicho código de rito exige, como recaudo de admisibilidad de la acción, el previo agotamiento de la vía administrativa. 


Recuerdan que “… En autos ha quedado demostrado que … han instado las oportunas impugnaciones al cómputo de sus puntajes, sin haber tenido a la fecha de promoción de esta acción la respuesta definitiva de la Administración. Incluso hasta hoy la vía se encuentra pendiente de resolución …” (sic). 


Agregan que “… aún en el caso de haber agotado la vía administrativa previa y existiendo otras vías de tutela, si las mismas son inservibles ¿para qué recurrir a ellas?” (sic).

 
Entienden que el a quo refiere que otra acción permitiría una mayor amplitud probatoria, sin advertir que la cuestión planteada no necesita de mayor prueba que la aportada por ambas partes en el acotado marco del amparo, toda vez que –según sostienen- trátase de una cuestión simple, de puro derecho, que puede ser resuelta con las constancias documentales adunadas a la causa, y que “… aún cuando hubiese sido necesario indagar con más profundidad, la protección de los derechos constitucionales comprometidos no admitía la demora que cualquier procedimiento ordinario hubiera demandado para arribar a una solución …” (sic).


Adicionan, además, que al demandar especificaron claramente el motivo de la urgencia en accionar por la vía del amparo (en la especie, el inminente desarrollo de los primeros actos asamblearios previstos para el año 2008), por lo que entienden que no contaban con otro remedio procesal que no fuera esta acción.


Resaltan que cuando el restablecimiento de los derechos constitucionales no admite demoras, sólo puede operar el amparo y que su declinación implica directamente una denegatoria de justicia.


III. Estimo que el recurso debe prosperar.


1. Los actores de la presente causa (María Elena Bernardo, Pablo Alejandro Menéndez, Mariana Adela Olhagaray, María Inés De la Colina, Claudia Marcela Kaspin, Álvaro Andrés García y Rosana Raquel Moreno, cfr. fs. 28/43) y de su acumulada (María Fernanda González Herbello, María Alejandra Villarreal, Ana Laura Moyano, María Gabriela María Cosoli, Marina Camino, Adriana Edith Pietrovito y Gerardo Enrique Gaglioti, cfr. fs. 74/90) promovieron acción de amparo, cuestionando la legitimidad de la Resolución N° 5.039/06 de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, acto administrativo que, en lo que interesa a este pronunciamiento, modificó los puntajes bonificantes oportunamente obtenidos por aquéllos a raíz de la realización de diversos cursos de especialización en la rama docente. 


El a quo, tras perfilar su visión de la temática debatida, dictó sentencia denegando la tutela constitucional impetrada –abordando la cuestión de fondo y desestimando asimismo la vía del amparo como carril procesal idóneo para canalizar la pretensión incoada-, lo que motivó el recurso de apelación que hoy es materia de estudio por parte de esta Alzada.


2. Como punto de partida del voto que me atañe, es menester señalar que se encuentra fuera de discusión en estos autos: a) que los accionantes son profesores de Educación Física y ejercen la docencia en el ámbito del sistema educativo provincial; b) que cada uno de ellos cuenta, asimismo, con el respectivo curso aprobado de “Entrenador en Deportes”, Postítulo de Actualización Académica que confiere a su poseedor puntos bonificantes en los términos del art. 60 inc. “h” de la ley 10.579 –antecedentes valorables para el ingreso en la docencia-; c) que la Resolución N° 5.039/06 -impugnada en autos- al establecer la asignación de un (1) punto a los cursos de Entrenadores en Deportes a partir del ingreso 2008 representa -en lo que concierne a dicho item bonificante- una merma significativa en el puntaje computado a los actores en períodos anteriores, merced a la aplicación de un régimen de puntuación más beneficioso que el que hoy se les pretende imponer a través de aquélla; d) que los accionantes procedieron a instar la vía recursiva administrativa a través de sendas presentaciones en las que manifestaron su disconformidad con los nuevos puntajes asignados; e) que ante la falta de respuesta concreta a sus reclamos y la inminencia de la fecha de celebración de las Asambleas para cubrir los cargos del ciclo lectivo 2008 acudieron a la vía constitucional del amparo a fin de obtener una adecuada y efectiva tutela de los derechos invocados. 


3. Sentado lo que antecede, a los fines de brindar un adecuado tratamiento a las cuestiones planteadas y por razones metodológicas, estimo pertinente abordar –en primer término- la cuestión relativa a la admisibilidad de la vía del amparo para encauzar la pretensión de los actores. Y en tal sentido, adelanto que -en la especie- el carril elegido luce prima facie idóneo. 

Es cierto que el art. 20 ap. 2° de la Constitución provincial, al establecer la garantía del amparo, dispone que éste procederá cuando por cualquier acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, se lesione o amenace, en forma actual o inminente con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de los derechos constitucionales individuales o colectivos, siempre que no pudieren utilizase, por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave e irreparable. 

En sentido concordante el art. 2 de la ley provincial 7166 establece que la acción de amparo sólo procederá cuando no existan otros procedimientos ordinarios que permitan obtener el mismo efecto.


A su vez el art. 43 de la Constitución Nacional dispone, en la parte que aquí interesa, que toda persona podrá interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro remedio judicial más idóneo.

También es cierto que resulta carga ineludible de quien acciona por esta vía precisar y probar que, para el particular planteo incoado, los restantes carriles procesales diseñados por el legislador local no constituyen remedios idóneos y eficaces para la protección de los derechos invocados (cfr. doct. esta Cámara in re A-416-MP0 “Ledesma”, sent. de 17-IV-2008; A-341-MP0 “Balcarce”, sent. de 22-V-2008; A-1032-MP0 “González”, sent. de 6-XI-2008; A-322-BB0 “Jaratz”, sent. de 11-XI-2008, entre otras). 

En idéntico sentido, nuestra Suprema Corte Provincial ha expresado que no se encuentra configurado el recaudo de admisibilidad de la acción de amparo exigido por los arts. 20 apartado 2º de la Constitución provincial y 2º de la ley 7166 y sus modif. si no se demuestra que la vía judicial ordinaria para debatir la cuestión traída a los autos, no resulta ser idónea para la obtención del resultado que persigue a través de la interposición de la acción de amparo (cfr. doct. causas B. 60.015 “Risso Patron”, res. del 26-VI-2002; B. 65.096 “Sagrario”, sent. de 23-II-2005; B. 67.246 “Editorial 25 de Mayo S.A.”, sent. del 16-III-2005; doct. esta Cámara in re A-322-BB0 “Jaratz”, ya citada).

Sin perjuicio de los parámetros que -como regla general- surgen de los preceptos constitucionales y legales enunciados y de la doctrina del Superior Tribunal Provincial a la que esta Cámara ha adherido, encuentro que en el caso sub examen concurren particulares circunstancias que habilitan la procedencia de la vía elegida. 


Ello así, toda vez que frente a los reclamos administrativos efectuados por los aquí actores manifestando su inequívoca disconformidad ante el menoscabo de los puntajes que les fueran asignados (pedimentos que datan –aproximadamente- de los meses octubre, noviembre y diciembre del año 2007, cfr. documental obrante en el Anexo 1 agregado por cuerda), los que no fueron desconocidos por la demandada, la Administración no brindó respuesta alguna, lo que sumado a la inminencia de una objetiva situación de hecho (vgr. celebración de asambleas para cubrir los cargos del año 2008 –febrero-) los colocó en una grave situación de urgencia y cuasi indefensión, en torno a la cual vieron seriamente amenazados sus derechos constitucionales en juego.


Dichos elementos, sopesados en su conjunto, y a la luz de los presupuestos constitucionales que tipifican la acción de amparo, me persuaden –en la especie- de la idoneidad de la vía intentada. Es que si bien podría aventurarse, tras una incipiente lectura, que los accionantes tenían a su disposición otros senderos ordinarios de tutela igualmente aptos para canalizar el fin perseguido, entiendo que, en el sub lite y a la luz del exiguo margen temporal que restaba para la celebración de los actos asamblearios docentes del ciclo 2008, el rechazo de la acción intentada con sustento en dichos motivos (existencia de otras vías que permitieran obtener el mismo efecto), hubiera importado, lisa y llanamente, una denegatoria de justicia en franco detrimento del derecho constitucional de defensa en juicio (art. 18 Const. Nac.), toda vez que la vía ordinaria que –a primera vista- se patrocinaba como la más apta, hubiérase tornado –en el caso- en una herramienta procesal estéril e inocua.


En ese orden, no debe olvidarse que la institución del amparo tiene por objeto una efectiva protección de los derechos constitucionales más que un estricto apego o resguardo a las competencias judiciales (cfr. C.S.J.N. Fallos 330:5201, del Dictamen del Procurador; argto. esta Cámara in re A-511-MP0 “Guacars”, sent. del 03-VI-2008; A-1105 MP0 “García”, sent. del 11-XII-2008). Desde tal perspectiva de análisis, las apreciaciones vertebradas por el a quo sobre el punto en la oportunidad de dictar la sentencia de mérito y luego de haberse pronunciado sobre el fondo de la cuestión, deben ser descalificadas por desentenderse de la realidad intrínseca arrojada por las propias constancias del expediente, espectro documental a tenor del cual se colige la inminencia de la grave y urgente situación de hecho denunciada en el escrito postulatorio.


Además, mal podría considerarse desacertada la vía elegida, cuando se vislumbran las siguientes circunstancias coadyuvantes: (a) que se trata de una cuestión de puro derecho, pudiendo ser resuelta con las constancias acompañadas a la causa (documentación adjuntada por la actora, informe circunstanciado y expedientes administrativos vinculados); (b) que a la luz de los senderos procesales instituídos en el ordenamiento procesal Contencioso Administrativo –a priori, ámbito natural y propicio para canalizar las cuestiones vinculadas con el ejercicio de la función administrativa-, y teniendo en cuenta que la conducta reprochada a la accionada podría reiterarse en un futuro cercano (vgr. con cada nuevo llamado a concurso), el camino procesal reglado por el C.P.C.A. (ley 12.008 y sus modif.) aparejaría dilaciones en el trámite del proceso común ordinario que atentarían no sólo contra el derecho constitucional que se intenta proteger, sino también contra la eficacia de cualquier resolución judicial que en tal proceso se dicte en el mañana, vaciando de contenido la tutela judicial efectiva consagrada en el art. 15 de la Constitución provincial (argto. doct. esta Cámara in re A-511-MP0 “Guacars”, ya citada).


Así, debo recordar que tal protección jurisdiccional indispensable, consagrada de modo genérico en nuestra Carta Magna local, se manifiesta con particular intensidad en el caso del amparo, dada la índole de las cuestiones encauzadas por dicha vía, la naturaleza de los derechos en juego y la premura que se requiere en la oportuna intervención del órgano jurisdiccional (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 69.297 “Calleja”, res. del 03-X-2007; B. 69.539 “Comisión Vecinal Playas de Quequén”, res. del 08-VII-2008).


Por lo expuesto hasta aquí, entiendo que -en el caso- la vía del amparo se encuentra válidamente justificada.  
  

4. Despejado el interrogante inicial, corresponde abordar –entonces- el tratamiento de la cuestión de fondo, esto es, el análisis de la impugnada Resolución N° 5.039/06, a la luz de la ponderación crítica y razonada de los textos normativos en juego (en especial el art. 61 del Estatuto del Docente) y la concreta situación fáctico jurídica que enmarca a la contienda. 


Para ello, estimo necesario reseñar, si bien suscintamente, los antecedentes fácticos que precedieron al dictado del reprochado acto de alcance general.  


En dicha misión, debo remontarme obligadamente hacia principios del año 2006, período en el cual se constataron numerosos reclamos e impugnaciones de actos públicos para la cobertura de cargos docentes en jurisdicción provincial, conflictos suscitados a raíz de la aplicación de la Resolución N° 643/04, acto administrativo que disminuyera significativamente el puntaje bonificante otrora asignado a los cursos de Entrenador en Deportes para Educación Física. 


La controversia plasmada, explicada a la luz de las constancias obrantes en el informe circunstanciado producido por la accionada (v. Anexo Documental 2), consistió básicamente en: (a) la queja generalizada por la asignación de 0.75 puntos a los cursos citados (conf. Res. 643/04), y (b) la dispar aplicación que de dicho coeficiente efectuaron –asimismo- los Tribunales Descentralizados de Clasificación, ya que, al elaborar los listados de aspirantes para el ingreso 2006, se estimaron –en algunos casos- los dos (2) puntos que poseían los mentados cursos antes del dictado de la Resolución N° 643/04 (ver informe de la Dirección de Legal y Técnica Educativa, fs. 67 Anexo Doc. N° 2), mientras que -en otros- se ponderó la nueva valoración implementada por la reglamentación que motivara aquellas quejas (0,75 puntos conf. Res. N° 643/04).    
La situación descripta, apreciada sensiblemente en el seno de distintos distritos de nuestra Provincia –entre ellos General Pueyrredón-, imposibilitó la realización de los actos asamblearios convocados para dicho ciclo debido a la fuerte resistencia opuesta por aquellos inscriptos que, en su carácter de aspirantes a ocupar las vacantes existentes, se vieron claramente perjudicados por el nuevo régimen instaurado.
 


A raíz de la tensión existente, la Dirección de Tribunales de Clasificación determinó -tras reconocer las dificultades generadas por el nuevo método evaluativo- la suspensión de los actos públicos docentes en todo el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a la vez que dispuso la convocatoria de una Comisión Evaluadora –en los términos del art. 62 de la ley N° 10.579- de los cursos de Entrenadores de Deportes de Educación Física, a los efectos de dictaminar sobre la correcta asignación del puntaje que les correspondería a dichos seminarios (Disposición N° 06/06, v. fs. 04/05 Expte. Administrativo N° 5805-120.962/06, obrante en Anexo Documental 2).



Así las cosas y de conformidad con lo dictaminado por los órganos competentes, con fecha 28-12-2006 fueron dictadas dos Resoluciones por la Dirección General de Cultura y Educación provincial; una de ellas, determinando los valores de aquellos títulos para las futuras inscripciones de los aspirantes a integrar los listados de ingreso en la docencia (Resolución N° 5039/06); la otra, con el fin inmediato, urgente y excepcional de poner coto a la coyuntural crisis existente en lo relativo al ingreso a la docencia del año 2006 (Resolución N° 4847/06).


Puntualmente, la Resolución N° 5.039/06 (fs. 80/82 Anexo Doc. 2) –cuestionada en autos- determinó: (a) que los cursos de Entrenador en Deportes de Educación Física constituyen un Postítulo de Actualización Académica (art. 1°); (b) Dejar sin efecto la bonificación de 0,75 puntos, acordada por la Resolución N° 643/04 a los cursos de Entrenadores en Deportes sindicados en su Anexo I (art. 2°); (c) Asignar un (1) punto a los cursos de Entrenador en Deportes –detallados en su Anexo Único- a partir del ingreso 2008, con inscripción 2007 (arts. 4° y 5°).


Por su parte, en la mentada Resolución N° 4847/06 (fs. 77/79, Anexo Doc. 2): (a) se estipula que los actos públicos de designación pendientes del ciclo 2006 serían realizados en el mes de febrero de 2007 (art. 1°); (b) se instituye, como excepción y atendiendo a razones de oportunidad, mérito y conveniencia, la asignación de dos (2) puntos de bonificación para los cursos de Entrenador en Deportes a los fines de la designación de docentes en el marco del mentado art. 1° (art. 3°). 


5. La Resolución en conflicto (N° 5.039/06), que desplazara del mundo jurídico a su predecesora inmediata (Res. N° 643/04) como consecuencia de los graves inconvenientes que había suscitado su dictado (y que obstruyeron incluso su plena aplicación en el territorio provincial), no ha logrado satisfacer –empero- las exigencias mínimas legales que amparan a los aquí reclamantes.



Es que, si bien no puedo desconocer la presencia de un afán pacificador y ordenador en su génesis, tal reglamentación ha importado –lisa y llanamente- la reducción cuantitativa de los puntajes bonificantes que, con respecto a los cursos de Entrenador en Deportes, detentaban los actores con anterioridad a la polémica Res. N° 643/04, toda vez que el nuevo cuerpo normativo ha implementado –a partir del ciclo lectivo 2008- un detrimento del coeficiente evaluativo primigenio de dos (2) puntos a tan solo uno (1). 


Consecuentemente, la Resolución impugnada, en lo que toca a la concreta situación jurídica de los actores, lejos ha estado de erigirse en la respuesta concreta que legítimamente aguardaban; antes bien, ha importado la reedición encubierta (bajo una nueva forma administrativa) e indefinida del conflicto educativo otrora instalado en el terreno docente provincial. En razón de ello, la violación al art. 61 del Estatuto del Docente (ley 10.579 y sus modif.) aparece –en la especie- manifiesta.


Dicho precepto legal es diáfano al establecer que “… Los títulos docentes, los de especialización y los certificados bonificantes que permitieron a un aspirante su ingreso en la docencia, no perderán validez ni disminuirán su puntaje durante su carrera …” (el resaltado me pertenece).


El texto de la norma es claro, axiomático y concluyente, debiendo desecharse todo ejercicio interpretativo que colisione con su claro espíritu y designio tuitivo. En efecto, los docentes que -en algún momento- hubieran sido calificados por la autoridad competente de acuerdo a un determinado sistema de puntuación bonificante, no podrán ver mermado -durante el resto de su carrera- el valor del puntaje originalmente asignado. Se trata entonces, de una verdadera garantía de intangibilidad del puntaje bonificante consolidado por un docente en su carrera. 
De ahí que mantener la interpretación pergeñada por el a quo (que faculta a la Administración a disminuir los puntajes de los actores de cara al acceso a nuevos cargos en la docencia estatal), importaría un desconocimiento forzado e injustificado del verdadero alcance y espíritu de la norma bajo análisis, a punto tal que la vaciaría prácticamente de todo contenido y utilidad práctica. Si la letra de la ley es clara y no efectúa discriminaciones a los fines de su aplicación –como en el caso-, no es viable que dichos distingos sean introducidos –a la postre- por el órgano judicial decisor. 


Si bien es cierto que la tarea del intérprete consiste en escudriñar el verdadero sentido o alcance de la ley mediante un examen atento y profundo de sus términos, que consulte la racionalidad del precepto en crisis y los fines concretos que han inspirado al legislador (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 290:56; 302:973; S.C.B.A. causa Ac. 88.092 “Marino de García”, sent. del 02-III-2005; B. 57.993 “Cejas”, sent. del 27-IX-2006; B. 65.861 “Círculo Jubilados y Pensionados del Banco Provincia de Buenos Aires”, sent. del 10-X-2007), siendo menester –para ello- confrontar la norma en cuestión con el ordenamiento jurídico en su integridad, garantizando así el juego armónico y razonado de las normas en el conjunto (cfr. S.C.B.A. causa B. 50.534, sent. del 16-IV-91), no lo menos es que, cuando el texto de la ley es claro, expreso y contundente (no existiendo laguna, oscuridad o imperfecciones parlamentarias en su instrumentación) no cabe prescindir de sus términos, correspondiendo aplicarla estrictamente y en el sentido que resulta de su propio contenido (cfr. S.C.B.A. causas I. 1.187, sent. del 11-XII-84; L. 34.745, sent. del 13-VIII-85; L. 36.992, sent. del 26-XII-86; Ac. 39.014, sent. del 12-IV-89; Ac. 40.495, sent. del 20-II-90; B. 50.971, sent. del 11-XII-90; Ac. 45.868, sent. del 27-VIII-91; L. 48.431, sent. del 25-II-92; Ac. 47.842, sent. del 6-IV-93; ver “Acuerdos y Sentencias”: 1985-II-376, 1986-IV-605, 1989-I-598, 1990-I-147; D.J.B.A., 133-261, 136-209, 142-242; L.L., 1990-A-206; E.D., 139-415, 146-102; J.A., 1992-II-555; B. 54.750 “Gattari”, sent. del 26-IX-1995; B. 63.493 “Tonelli”, sent. del 27-VIII-2008), toda vez que al hermeneuta judicial no puede acordársele el poder de variar el contenido mismo del texto legal interpretado, al grado de prescindir de él, pues la exégesis de la norma no es un caucho tan elástico, y la técnica interpretativa no es de una flexibilidad tal que a fuerza de tirar sobre el texto se llegue siempre a solucionar el caso. El rendimiento de la ley no es ilimitado (cfr. S.C.B.A. causas Ac. 41.480, sent. del 4-VII-1989, "Acuerdos y Sentencias", 1989-II-613; Ac. 51.058, sent. del 13-XII-1994, "Acuerdos y Sentencias", 1994-IV, 426; Ac. 68.652, sent. del 31-VIII-1999; Ac. 78.032, sent.del 19-II-2002). 


Sentado lo que antecede, y volviendo sobre el test de legitimidad de la Resolución cuestionada, cabe recordar que un acto administrativo es ilegal cuando su contenido no concuerda con la norma jurídica que prescribe el comportamiento debido por el órgano estatal (en este caso, el art. 61 ley 10.579; argto. doct. S.C.B.A. causas B. 59.168 “Riusech”, sent. del 16-II-1999; B. 62.257 “Herrera”, sent. del 30-X-2001). 


Por tal razón, entiendo que -en el caso- la Resolución impugnada por los actores hállase desprovista, para con ellos, de todo sustento normativo, al haber prescindido    de la regla de derecho que en forma imperativa estaba llamada a regir el caso y que, consecuentemente, estatuía la conducta a seguir por la Administración provincial (vgr. no disminuir los puntajes bonificantes adquiridos por los docentes con respecto a los cursos de Entrenador en Deportes). Propondré entonces, y con el alcance señalado, la declaración de ilegitimidad de la Resolución N° 5.039/06.


6. Lo dicho hasta aquí no importa, en modo alguno, descalificar la facultad privativa que detenta la Dirección General de Cultura y Educación –en tanto titular a cargo del gobierno y la administración del sistema cultural y educativo de la Provincia de Buenos Aires- para clasificar, valorar y actualizar los “títulos docentes” (vgr. títulos habilitantes propiamente dichos, títulos de especialización y certificados bonificantes), función que constituye un imperativo impuesto por la propia Carta Magna local, en cuanto consagra la necesidad de priorizar y velar por el debido control de la calidad en la prestación del servicio educativo (cfr. art. 201 Const. Pcial). Dentro de tales lineamientos, aparece razonable la revalorización periódica de los “títulos docentes”, habida cuenta que el referido mandato constitucional debe ejercerse de manera dinámica y no estática que paralice el progreso educativo (arts. 57, 59 y 60 ley 10.579 y su dec. reglamentario N° 2.485/92; cfr. doct. S.C.B.A. causa L. 81.849 “Larrosa”, sent. del 10-XI-2004). 


Con ello, la Administración no habrá hecho más que cumplir con un deber primario de gobierno, vinculado con la actualización de un área mutable como es la de la educación, en la que resulta comprensible y justificado variar con el tiempo los parámetros de calificación que delinean el perfil que la comunidad demanda de quienes ejercen la tarea educativa (argto. doct. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, Sala II in re “Unión Argentina de Maestros y Profesores”, sent. del 03-04-2003; “Pulice”, sent. del 29-12-2005).


Empero, la inteligencia esbozada debe ser conciliada –necesariamente- con el resto de las normas vigentes en la materia bajo análisis, toda vez que -de un lado- ninguna repartición estatal –al momento de emitir sus actos- puede apartarse del principio de legalidad objetiva, desde que aquél se erige como pilar fundamental de un Estado de Derecho y, por lo tanto, será siempre el norte impuesto a todo obrar administrativo (argto. S.C.B.A. causas B. 56.364 “Guardiola”, sent. del 10-V-200; B. 56.626 “Suarez”, sent. del 17-XII-2003, del voto del Dr. Soria; B. 54.915 “Vicent”, sent. del 10-XI-2004; B. 65.288 “Pasturenzi”, sent. del 21-V-2008); mientras que –del otro- la labor conciliadora –siempre que ella sea viable- es la que mejor se complace con la doctrina legal que demanda del órgano jurisdiccional una ponderación razonada, armónica y prudente del ordenamiento jurídico en su conjunto (argto. S.C.B.A. causas B. 50.534 “Siemens”, sent. del 16-IV-1991; B. 55.956 “Pérez Demarchi”, sent. del 17-V-2000). Entiendo que es ésta –y no otra- la interpretación correcta de los textos legales en juego.   


En este orden de ideas, a la luz de lo preceptuado por el ya citado art. 61 del Estatuto del Docente (ley 10.579 y sus modif.), el ejercicio de la facultad reglamentaria supra reseñada (materializada en la especie a través de la Resolución N° 5.039/06) no puede soslayar los derechos adquiridos por quienes, bajo la tutela de un régimen de puntuación anterior más beneficioso, fueron oportunamente calificados –conforme sus pautas- por la autoridad educativa competente. Tales cursos, con sus respectivos puntajes, ya conforman su “carrera docente” y por tal razón no pueden ser disminuídos.


En tal contexto, debo recordar que, cuando al amparo de una norma (en este caso el art. 61 ley 10.579) los particulares han cumplido todos los actos, condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en ella para ser titulares de un determinado derecho (y de ello dan cuenta las constancias de autos –vgr. Anexo Doc. 2-), debe considerarse que hay un derecho adquirido, porque la situación creada por dicho precepto se transforma en una situación jurídica concreta e individual en cabeza de sus beneficiarios que, como tal, se hace inalterable y no puede ser suprimida posteriormente –menos aún, por una norma jurídica de rango inferior- sin agravio del derecho de propiedad consagrado por el art. 17 de la Constitución Nacional (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 326:417; 325:28; 324:1481). 


Estrictas razones de seguridad jurídica apuntalan la posición que propicio, puesto que –a mi juicio- el concepto enarbolado constituye uno de los pilares fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico, cuya tutela innegable y permanente compete –sin dudas- al órgano jurisdiccional decisor (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 56.017 “Crubellati”, sent. del 31-III-1998, del voto del Dr. De Lazzari).


Así, la noción de derecho adquirido se encuentra inescindiblemente ligada a la de seguridad jurídica, que no es sino el resultado del acatamiento de las normas que imperan en el Estado de Derecho, las que deben ser respetadas por los poderes públicos con el fin de procurar su vigencia real y no solamente formal (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 326:417).


Entiendo que la propuesta es la adecuada lectura que cabe predicar frente a la claridad conceptual del art. 61  de la ley 10.579. 


Debo señalar, además, que el sistema de puntajes instituído en la Provincia tiene por objeto retribuir los progresos en la formación de los docentes a los efectos de la competencia por los cargos a concursarse, tornando así efectiva la manda constitucional de la idoneidad para la cobertura de los cargos públicos (art. 16 Const. Nacional; argto. doct. Suprema Corte de Justicia de Mendoza, Sala I in re “Costanzo Nebbia, Gustavo Javier v. Dirección General de Escuelas s/ A.P.A.”, sent. del 07-11-2007).


Y no es ocioso resaltar, nuevamente, que el mentado art. 61 del Estatuto del Docente garantiza –igualmente- el derecho de propiedad del sujeto acreedor y pasible de su aplicación (argto. art. 17 Const. Nac.), habida cuenta que el puntaje bonificante constituye un verdadero capital que logra acumular un docente en su carrera, y que –en la conceptualización inveterada de la Corte Suprema Federal- debe ser entendido como uno de aquellos intereses apreciables que el ser humano posee fuera de sí mismo, de su vida y de su libertad, pues se trata –en esencia- de un verdadero derecho administrativo, investido de un significado expreso por el ordenamiento aplicable y que, en tal derrotero, habilita a su titular para accionar en aras de procurar su legítima defensa (argto. doct. C.S.J.N. Fallos 330:3725; 330:3483).


La defensa de la metodología y tratamiento de estos problemas se encuentra estrechamente vinculada, además, con la protección innegable de la carrera docente. En razón de ello, no es factible que el resultado de un proceso de transformación y actualización estatutaria (en la especie, la Resolución N° 5.039/06) se traduzca -lisa y llanamente- en la materialización de un sendero incierto y sinuoso, desalentador para el progreso de aquellos docentes que están protegidos por un régimen jurídico concreto, preexistente y asimismo vigente (art. 61 Ley 10.579).


Es impensado, por ende, que un logro que representa un avance significativo en la carrera de un “maestro” –fruto de un indudable esfuerzo-, con beneficios mensurables para la comunidad educativa en su conjunto, pueda acarrear como correlato un retraso o detrimento en el monto del puntaje oportunamente adquirido (argto. doct. Suprema Corte de Justicia de Mendoza, Sala I in re “Costanzo Nebbia”, supra citada). Desde esta atalaya, el acto administrativo que pretenda un resultado irrazonable –como lo es en el caso la disminución del puntaje bonificante consolidado con anterioridad- debe ser declarado ilegítimo a la luz de las prescripciones establecidas por el art. 61 del Estatuto del Docente y en lo que atañe, puntualmente, a los sujetos promotores de la presente acción de amparo. 
7. Por el contrario –vale aclarar-, la disposición reglamentaria en crisis (Res. 5.039/06) conservará su plena validez para aquellos supuestos que no puedan ser subsumidos en las previsiones del art. 61 de la ley 10.579, esto es, para aquellos docentes que nunca antes del dictado de la mentada norma hubieren recibido puntaje por los cursos que ella califica, en tanto para tal universo de educadores dichos cursos habrán de incorporarse a su carrera docente en base al nuevo régimen de puntaje. En tales casos, no podrá hablarse ya de derechos adquiridos sino de meras expectativas al mantenimiento de un determinado régimen de puntuación, que por tal razón, resulta plenamente disponible por el orden jurídico, dando cuenta de la aplicación práctica -en el ámbito de la docencia estatal- del principio general de mutabilidad de las leyes y reglamentos administrativos, donde sabido es que nadie cuenta con un derecho adquirido al mantenimiento de las leyes o reglamentaciones, ni a la inalterabilidad de los requisitos creados por ellas (argto. doct. C.S.J.N. Fallos 303:1835; 304:1374; 316:2043 y 330:3565).


8. En razón de lo expuesto, habré de proponer al Acuerdo la revocación del pronunciamiento apelado, declarando –consecuentemente- la ilegitimidad de la Resolución N° 5.039/06 en lo que respecta al derecho que detentan los actores a conservar, respecto de los cursos de Entrenador en Deportes, el puntaje bonificante consolidado al amparo del régimen de calificación anterior más beneficioso. En cuanto a las costas de la instancia de grado, estimo que deberían imponerse a la accionada en su objetiva calidad de vencida, y las de esta alzada en el orden causado por no mediar contradicción (arts. 25 ley 7166; 68, 274 y ccs. del C.P.C.C.).

Con el alcance señalado, voto por la afirmativa. 
     El señor Juez doctor Riccitelli por idénticos fundamentos a los brindados por la Dra. Sardo y con el mismo alcance, vota la cuestión por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto, revocando la sentencia apelada en cuanto rechazó la acción de amparo promovida, declarando –en consecuencia- la ilegitimidad de la Resolución N° 5.039/06 dictada por la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires en lo que atañe a la concreta situación de los actores y con el alcance que fuera señalado en este pronunciamiento (art. 15 y ccds. Const. Pcial.; arts. 17 y 18 Const. Nac.; art. 61 y ccds. ley 10.579). 

2. Imponer las costas de la instancia de grado a la accionada, dada su objetiva condición de vencida (arts. 25 ley 7.166; 68 y 274 del CPCC). Costas de la alzada por su orden, al no mediar contradicción.

3. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 dec. ley 8.904).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria
